
TRASLADO No.    012  

(Art. 110 Código General del Proceso) 

 

DE CONFORMIDAD CON LO PRESCRITO POR EL ARTICULO 110 EN 

ARMONIA CON EL ARTICULO 101 CODIGO GENERAL DEL PROCESO, 

EN LA FECHA SIENDO LAS 8:00 A.M. Y POR EL TERMINO DE TRES 

(03) DIAS SE FIJA EN LISTA DE TRASLADO LAS EXCEPCIONES 

PREVIAS PRESENTADAS POR LA PARTE DEMANDADA. 

 

SE FIJA EN LISTA POR UN DIA HOY   31 DE MAYO DE 2022 Y CORRE 

A PARTIR DE LAS 8 A.M. DEL DÍA 01 DE JUNIO DE 2022. 

 

La secretaria, 

 

LINDA XIOMARA BARON ROJAS 

 

 

 

 

 

 



TRASLADO No.  012 

 (Art. 110 Código General del Proceso) 

 

POR EL TERMINO DE CINCO (05) DIAS SE FIJA EN TRASLADO EL 

ESCRITO DE EXCEPCIONES DE MÉRITO PRESENTADAS POR LA PARTE 

DEMANDADA. 

 

SE FIJA EN LISTA POR UN DIA HOY 31 DE MAYO DE 2022 Y CORRE A 

PARTIR DE LAS 8 A.M. DEL DÍA 01, 02, 03, 06 Y 07 DE MAYO DE 2022. 

 

La secretaria, 

 

LINDA XOMARA BARON ROJAS 
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Doctor
R����� E���� P��� C�������
J��� C����� C���� ��� C������� �� C���
Vía e-mail
 

 
Referencia:
 
 

Proceso verbal de rendición provocada de cuentas iniciado por
L��� F������� A����� V���� contra M���� C������
A����� �� R��� y otros
 

Radicado: 2019-050

Asunto: Recurso de reposición contra el auto admisorio de la demanda,
contestación de la demanda y excepciones previas 

 
 
En mi calidad de apoderado sustituto del señor Carlos Alberto Sánchez B, conforme al poder otorgado al doctor Francisco
J. Hurtado Langer y la sustitución dada por el mencionado abogado al suscrito, remito por este medio los siguientes
documentos:
 

1. Archivo PDF contentivo del recurso de reposición en contra del auto admisorio de la demanda
2. Archivo PDF contentivo de la contestación a la demanda
3. Archivo PDF contentivo del escrito de excepciones previas
4. Archivo PDF contentivo de la Prueba No. 1 – Estatutos de Inversiones Arango Vélez
5. 3 Archivos PDF contentivos de los Anexos No. 1 – Poder otorgado al doctor Francisco J. Hurtado Langer y

sustitución dada por el mencionado abogado al suscrito.
 
Igualmente, dando cumplimiento al numeral 14 del artículo 78 del Código General del Proceso y el Decreto 806 de 2020,
copio este correo a la contraparte.
 
 
Atentamente,
 

Orlando Arango Lagos |Litigios, Seguros y Responsabilidad Civil
Av. 4N No. 6N - 67 Of. 403 Ed. Siglo XXI | (+57 2) 6410900 Ext. 122 | Cali
www.hurtadogandini.com
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Doctor 

RAMIRO ELÍAS POLO CRISPINO 

JUEZ CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO DE CALI 

Vía e-mail 

 

 

Referencia: 

 

 

Proceso verbal de rendición provocada de cuentas iniciado por 

LUIS FERNANDO ARANGO VILLA contra MARÍA CECILIA ARANGO 

DE RIZO y otros  

 

Radicado: 2019-50 

Asunto: Contestación de la demanda y solicitud de sentencia anticipada  

 

 

ORLANDO ARANGO LAGOS, identificado como aparece al pie de mi firma, obrando en mi condición 

de apoderado judicial sustituto de CARLOS ALBERTO SÁNCHEZ B., vecino de Santiago de Cali D.E., 

identificado con la cedula de ciudadanía No. 6.087.869, según el poder especial conferido, me 

permito contestar a la demanda interpuesta, mediante apoderado judicial, por el señor LUIS 

FERNANDO ARANGO VILLA, según se indica a continuación. 

 

I. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR ESTE ESCRITO Y 

SUBSIDIARIEDAD DE LA CONTESTACIÓN  

Si bien se presentó en escrito separado un recurso de reposición en contra del auto que admitió la 

demanda, si el despacho llegase a considerarlo extemporáneo a pesar de lo que se indicará a 

continuación, se presenta este escrito para que se le dé su valor correspondiente.  

Funcionarios de la Clínica San Fernando le informaron a mi mandante que el 9 de abril de 2021 

habían recibido un documento físico por parte de la compañía Servientrega con el Número de Guía 

91314582691, contentivo del Auto No. 468 del 20 de agosto de 2019 por medio del cual se admitió 

la demanda y se le concedió a la parte demandada 20 días hábiles para contestar (art. 369 del 

C.G.P.). No obstante, este documento (i) no cumple con el proceso de notificación del que trata los 

artículos 291 (nunca se envió la citación para notificación personal) y 292 del Código General del 

Proceso, (ii) ni mucho menos con la electrónica dispuesta en el Decreto 806 de 2020. Igualmente, 

 
1 Se puede rastrear en la página web: https://www.servientrega.com/wps/portal/Colombia/personas/inicio  

https://www.servientrega.com/wps/portal/Colombia/personas/inicio
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con tal notificación (iii) no se allegó la subsanación de la demanda ni sus anexos, tampoco se remitió 

el auto sin número del 03 de diciembre de 2020 y que hace parte de auto admisorio del líbelo genitor 

y (iv) evidentemente fue enviado a un lugar que no corresponde al domicilio de mi mandante. Por 

todo lo anterior, le solicito al despacho que con la radicación de esta contestación a la demanda, se 

entienda a mi mandante notificado por conducta concluyente.  

En todo caso, si el despacho llegase a considerar que el envío de ese documento físico cumple con 

los parámetros de la notificación regulada en el Decreto 806 de 2020, tal como pretendió el 

apoderado de la parte demandante, de conformidad con el inciso 3 del artículo 8 del Decreto 806 

de 2020, esta notificación se entendería surtida una vez transcurridos 2 días hábiles desde la entrega 

del mensaje, es decir, el 13 de abril de 2021. 

En ese orden de ideas, el término de 20 días hábiles para contestar la demanda transcurre de la 

siguiente manera: 

14, 15, 16, 19, 20, 21, 22, 23, 26, 27, 28, 29 y 30 de abril de 2021; 3, 4, 5, 6, 7, 10 y 11 de mayo de 

2021, inclusive2. 

En consecuencia, incluso bajo ese escenario, este escrito es presentado en forma oportuna. 

 

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

1. FRENTE A LOS HECHOS: 

 

AL HECHO PRIMERO.- Es cierto que Inversiones Arango Vélez se constituyó el 23 de agosto de 

1984 mediante la escritura pública No. 3933 y que su NIT corresponde al 890.326.580.  

 

 

Al HECHO SEGUNDO.- Es cierto que el señor Luis Fernando es socio comanditario de Inversiones 

Arango Vélez. Aprovecho este pronunciamiento para solicitarle al despacho que a esta afirmación 

se le dé el efecto de confesión, pues con ello se demuestra de manera clara la falta de legitimación 

por activa de la parte demandante.  

 

 

 
2 Los 17, 18, 24 y 25 de abril de 2021; y 1, 2, 8 y 9 de mayo de 2021, no corrieron términos por tratarse de días 

inhábiles.  
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AL HECHO TERCERO.- Atendiendo a que en este numeral se acumulan varios hechos, me 

pronunciaré sobre cada uno de ellos de la siguiente manera:  

 

3.1. Es cierto que el objeto social de Inversiones Arango Vélez es invertir en toda clase de 

bienes de capital, tal cual consta en los estatutos de la misma. 

 

3.2. No es cierto que el objeto social de Inversiones Arango Vélez se circunscriba únicamente 

a la inversión en la Clínica San Fernando: su objeto social es más amplio, tal cual consta 

en sus estatutos. 

 

3.3. Es cierto que hasta la fecha Inversiones Arango Vélez no ha invertido en otras empresas. 

 

3.4. Es cierto que Inversiones Arango Vélez es la accionista mayoritaria de la Clínica San 

Fernando. 

 

 

AL HECHO CUARTO.- Es cierto que esa es la composición accionaria de Inversiones Arango Vélez.  

 

 

AL HECHO QUINTO.- Es cierto que el socio gestor de Inversiones Arango Vélez en el momento de 

su constitución fue Gustavo Arango. 

 

 

AL HECHO SEXTO.- Atendiendo a que en este numeral se acumulan varios hechos, me pronunciaré 

sobre cada uno de ellos de la siguiente manera: 

 

6.1. A mi mandante no le constan los pormenores de la relación del señor Luis Fernando con 

un tercero (Gustavo Arango), por tratarse de situaciones que no conoció directamente en 

su calidad de contador; por lo tanto, me atengo a lo que resulte probado en el proceso. Sin 

embargo, la información que se afirma el señor Luis Fernando tenía sobre la sociedad, 

debió haberla recibido conforme lo indican los estatutos de Inversiones Arango Vélez y en 

la práctica cotidiana de una sociedad familiar como ésta. 

 

6.2. No es cierto que el señor Luis Fernando tuviera “voz y voto en las decisiones adoptadas” 

en la sociedad, puesto que, por un lado, la sociedad era dirigida y controlada por Gustavo 

Arango, no solo en su calidad de representante legal de la misma, sino como padre, pues 

debe recordarse que la sociedad fue constituida como una sociedad familiar. Por otro lado, 

la mencionada facultad del señor Luis Fernando de tomar decisiones no es cierta, pues su 

calidad de socio comanditario no le permite participar en las decisiones sobre la 

administración de Inversiones Arango Vélez. 
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AL HECHO SÉPTIMO.- Atendiendo a que en este numeral se acumulan varios hechos, me 

pronunciaré sobre cada uno de ellos de la siguiente manera: 

 

7.1. Es cierto que Gustavo Arango falleció en el año 2004.  

 

7.2. No es cierto que el fallecimiento de Gustavo Arango hubiera traído “consigo la exclusión 

de hecho” del señor Luis Fernando, quien hasta la fecha es un socio activo de Inversiones 

Arango Vélez. 

 

 

AL HECHO OCTAVO.- Atendiendo a que en este numeral se acumulan varios hechos, me 

pronunciaré sobre cada uno de ellos de la siguiente manera: 

 

8.1. Es cierto que el señor Luis Fernando continúa teniendo “acciones” (cuotas sociales) en 

Inversiones Arango Vélez. 

 

8.2. A mi poderdante no le consta, en su calidad de contador, si el señor Luis Fernando dejó de 

ser citado a las “juntas directivas” y tenido en cuenta para las decisiones; por lo tanto, me 

atengo a lo que resulte probado en el proceso.  

 

8.3. A mi poderdante no le consta si el señor Luis Fernando dejó de recibir “las ganancias 

respectivas”, pues es una decisión que no corresponde a mi mandante en su calidad de 

contador; por lo tanto, me atengo a lo que resulte probado en el proceso. Por supuesto, en 

relación con esta afirmación es indispensable tener en cuenta que las utilidades que hubiere 

o no recibido el señor Luis Fernando dependían necesariamente de la operación de la 

sociedad Inversiones Arango Vélez y de las decisiones sobre la repartición o no de las 

mismas. 

 

 

AL HECHO NOVENO.- Atendiendo a que en este numeral se acumulan varios hechos, me 

pronunciaré sobre cada uno de ellos de la siguiente manera: 

 

9.1. A mi poderdante, en su calidad de contador, no le consta si el señor Luis Fernando hizo 

“reclamaciones y solicitudes formales” “mes tras mes” a la señora María Cecilia sobre 

asuntos de Inversiones Arango Vélez, pues ello sólo incumbe a esas dos partes; por lo 

tanto, me atengo a lo que resulte probado en el proceso.  

 

9.2. A mi poderdante no le consta si por parte de la señora María Cecilia el señor Luis Fernando 

fue “despachado de manera engañosa con la usual frase quiebra de la Clínica san (sic) 
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Fernando”, pues escapa de su conocimiento; por lo tanto, me atengo a lo que resulte 

probado en el proceso.   

 

9.3. Es cierto que hasta el 2014 la señora María Cecilia fue representante legal de la Clínica 

San Fernando y que actualmente tal cargo lo desempeña Jhon Mario González. 

 

 

AL HECHO DÉCIMO.- Atendiendo a que en este numeral se acumulan varios hechos, me pronunciaré 

sobre cada uno de ellos de la siguiente manera: 

 

10.1. A mi poderdante no le consta si se han realizado intentos de conciliación frente a las 

consideraciones del señor Luis Fernando sobre el funcionamiento de Inversiones Arango 

Vélez; por lo tanto, me atengo a lo que resulte probado en el proceso. Esta no es 

información que pueda tener mi poderdante como contador. 

 

10.2. A mi poderdante no le consta si dichos intentos de conciliación fracasaron “por falta de 

voluntad” de la señora María Cecilia, pues ello se aleja del conocimiento de mi mandante; 

por lo tanto, me atengo a lo que resulte probado en el proceso.  

 

 

AL HECHO DECIMOPRIMERO.- Atendiendo a que en este numeral se acumulan varios hechos, me 

pronunciaré sobre cada uno de ellos de la siguiente manera: 

11.1.  A mi poderdante no le consta que el señor Luis Fernando se haya visto perjudicado en su 

patrimonio ni las posibles causas de tal situación, por tratarse de una situación de la vida 

personal de aquel; por lo tanto, me atengo a lo que resulte probado en el proceso.   

 

11.2. A mi poderdante no le consta si “por más de quince (15) años” el señor Luis Fernando no 

recibió ganancias correspondientes a sus aportes; por lo tanto, me atengo a lo que resulte 

probado en el proceso. Aunque de nuevo, es indispensable tener en cuenta que las 

utilidades que hubiere o no recibido el señor Luis Fernando dependen necesariamente de 

la operación de la sociedad Inversiones Arango Vélez y de las decisiones sobre la 

repartición o no de las mismas, decisiones tomadas al interior del máximo órgano social 

respectivo y no por parte de mi mandante que es el simple contador.  

 

11.3. No me consta si se han o no rendido informes escritos en Inversiones Arango Vélez. Sin 

embargo, sí me consta que anualmente en Inversiones Arango Vélez se han llevado a cabo 

las reuniones de socios (bien ordinarias o extraordinarias) y han estado a disposición la 

totalidad de libros de actas y libros contables para la inspección de los interesados.  
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11.4. A mi poderdante no le consta si el señor Luis Fernando solicitó reportes escritos sobre el 

funcionamiento de Inversiones Arango Vélez; por lo tanto, me atengo a lo que resulte 

probado en el proceso.  

 

 

AL HECHO DECIMOSEGUNDO.- Atendiendo a que en este numeral se acumulan varios hechos, me 

pronunciaré sobre cada uno de ellos de la siguiente manera: 

 

12.1. A mi poderdante no le consta que la señora María Cecilia le hubiere indicado en algún 

momento al señor Luis Fernando que “estaban en quiebra”, pues es información que 

escapa del conocimiento de mi mandante; por lo tanto, me atengo a lo que resulte probado 

en el proceso. 

 

12.2. A mi poderdante no le constan las situaciones que rodearon la economía del señor Luis 

Fernando ni las causas para las mismas o razones de fondo por las que este decidió vender 

sus aportes, por tratarse de una situación de la vida personal de aquél; por lo tanto, me 

atengo a lo que resulte probado en el proceso.   

 

12.3. A mi poderdante no le consta que de alguna manera la señora María Cecilia haya engañado 

al señor Luis Fernando, pues escapa del conocimiento de mi mandante. Por ende, me 

atengo a lo que resulte probado en el proceso.   

 

12.4. No es cierto que la participación del señor Luis Fernando en la actualidad sea de $223.000. 

Su participación actual es de $225.000. Así figura en los respectivos libros. 

 

 

AL HECHO DECIMOTERCERO.- Atendiendo a que en este numeral se acumulan varios hechos, me 

pronunciaré sobre cada uno de ellos de la siguiente manera: 

 

13.1. A mi poderdante no le consta que el señor Luis Fernando y su familia hayan sufrido un 

daño, ni las razones por las que este pudiese haber ocurrido; por lo tanto, me atengo a lo 

que resulte probado en el proceso.  

 

13.2. A mi poderdante no le constan las condiciones económicas, de salud y vida del señor Luis 

Fernando y su familia; por lo tanto, me atengo a lo que resulte probado en el proceso.  

 

13.3. A mi poderdante no le constan las situaciones que han rodeado la economía del señor Luis 

Fernando ni las causas para las mismas; por lo tanto, me atengo a lo que resulte probado 

en el proceso. 
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AL HECHO DECIMOCUARTO.- No es un hecho sino una consideración de la enfermedad que según 

el demandante sufre su hijo, lo cual se encuentra por fuera de este litigio. 

 

 

AL HECHO DECIMOQUINTO.- Atendiendo a que en este numeral se acumulan varios hechos, me 

pronunciaré sobre cada uno de ellos de la siguiente manera: 

 

15.1. A mi poderdante no le consta si la señora María Cecilia ha tenido “afán de obviar la 

intervención del accionista LUIS FERNANDO ARANGO y mantenerlo en el presunto 

engaño y/o error”, pues ello no llega a su conocimiento como contador; por lo tanto, me 

atengo a lo que resulte probado en el proceso. 

 

15.2. La “presunción” a la que hace referencia el demandante es una apreciación sin ningún 

asidero o sostén jurídico. 

 

 

AL HECHO DECIMOSEXTO.- Atendiendo a que en este numeral se acumulan varios hechos, me 

pronunciaré sobre cada uno de ellos de la siguiente manera: 

 

16.1. A mi poderdante no le consta que el señor Luis Fernando y su familia se hayan “visto 

perjudicados en su patrimonio y en su vida familiar”, ni las razones por las que esto 

pudiese haber ocurrido; por lo tanto, me atengo a lo que resulte probado en el proceso. 

 

16.2. A mi poderdante no le consta si “por más de quince (15) años” el señor Luis Fernando no 

recibió ganancias correspondientes a sus aportes; por lo tanto, me atengo a lo que resulte 

probado en el proceso. Sin embargo, es indispensable tener en cuenta que las utilidades 

que hubiere o no recibido el señor Luis Fernando dependen necesariamente de la 

operación de la sociedad Inversiones Arango Vélez y de las decisiones sobre la repartición 

o no de las mismas, tomadas al interior del máximo órgano social respectivo.  

 

16.3. No me consta la existencia del daño moral alegado por el demandante, pues no hay prueba 

de él.  

 

 

AL HECHO DECIMOSÉPTIMO.- Es cierto que el domicilio de Inversiones Arango Vélez es la calle 

5 No. 38-48 en Santiago de Cali D.E., pero no es la de mi mandante.  

2. FRENTE A LAS PRETENSIONES 

 

Me opongo a las pretensiones elevadas contra mi poderdante, ya que la contraparte se abstiene de 

expresar cuál es la fuente legal o contractual con ocasión de la cual tiene derecho a recibir por parte 
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del señor Carlos Alberto Sánchez las cuentas que aquí exige, con la correlativa obligación de este 

de rendírselas; sin contar que un intento en ese sentido de todas forma sería por fuerza infructuoso, 

ya que en realidad dicha fuente legal o contractual es inexistente, por la razón esencial de que mi 

poderdante ni siquiera ostenta la calidad de administrador de Inversiones Arango Vélez, así que a 

nadie tiene por qué rendirle cuentas de la administración de dicha sociedad comercial.    

 

3. EXCEPCIONES DE MÉRITO 

 

3.1. Falta de legitimación material en la causa por pasivo: El señor Carlos no está 

obligado a rendir las cuentas que pide el señor Luis Fernando3  

 

A continuación demostraré por qué, además de no indicarse la causa legal o contractual por la que 

es vinculado mi mandante, cualquier intento en ese sentido resulta inocuo, pues el señor Sánchez 

no es administrador de la sociedad ni está obligado a rendir cuentas alguna; pero para ello, se hará 

un análisis preliminar de lo que es la legitimación en la causa:  

 

De acuerdo con el profesor Hernando Devis Echandía, la acreditación de la legitimación material 

en la causa:  

 

trata de saber cuándo el demandante tiene derecho a que se resuelva sobre las determinadas 

pretensiones contenidas en la demanda y cuándo el demandado es la persona frente a la cual 

debe pronunciarse esa decisión, y si demandante y demandado son las únicas personas que deben 

estar presentes en el juicio para que la discusión sobre la existencia del derecho material o relación 

jurídico-material pueda ser resuelta, o si, por el contrario existen otras que no figuran como 

demandantes ni demandados. Por ello se trata de otra condición para que haya sentencia de 

mérito o fondo4. (negrita y subrayas fuera del texto original) 

 

Esta misma postura es la que ha acogido la Corte Suprema de Justicia señalando que: 

 

En reiteradas oportunidades ha dicho la Corte que la legitimación en causa, esto es, el interés directo, 

legítimo y actual del ''titular de una determinada relación o estado jurídicos'' (U. Rocco, Tratado de 

derecho procesal civil, T. I, Parte general, 2ª reimpresión, Temis-Depalma, Bogotá, Buenos Aires, 

1983, pp. 360), es cuestión propia del derecho sustancial, atañe a la pretensión y es un presupuesto 

o condición para su prosperidad. Por tal motivo, el juzgador debe verificar la legitimatio ad 

causam con independencia de la actividad de las partes y sujetos procesales al constituir una 

 
3 Las mayúsculas, negrita y subrayas incluidas en las citas son propias.  
4 Devís, H. (2009). Nociones generales de Derecho Procesal Civil. Bogotá: Temis, página 305. 
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exigencia de la sentencia estimatoria o desestimatoria, según quien pretende y frente a quien se 

reclama el derecho sea o no su titular5. (negrita y subrayas fuera del texto original) 

 

Por lo anterior, es dable entender que la legitimación material en la causa en cuanto presupuesto 

procesal está integrada por dos polos simétricos que deben coexistir para que el estudio de las 

pretensiones de la demanda pueda seguir adelante:  

 

i. Por un lado, la presencia de legitimación por activa consiste esencialmente en que la 

parte demandante tiene la posibilidad de reclamar los derechos invocados en la 

demanda mediante la formulación de pretensiones (sobre ella me referiré en la 

siguiente excepción).   

 

ii. Por otro lado, se habla de legitimación por pasiva cuando es la parte demandada la 

que realmente está llamada a responder por esas pretensiones ventiladas en su contra 

dentro del proceso. 

 

En lo que se refiere al caso concreto, relativo a un proceso de rendición provocada de cuentas, la 

legitimación material en la causa, por activa y por pasiva, es un tema que cobra especial relevancia, 

en la medida que la vasta jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y la Corte Constitucional, 

abrazada por la doctrina, replicada y aplicada por los Tribunales Superiores, ha delimitado con 

precisión exacta y claridad transparente en qué supuesto exclusivo se configura, es decir, quién 

puede demandar esa rendición de cuentas y quién debe rendirlas:   

 

En primer lugar, cumple memorar que la jurisprudencia constitucional al ocuparse del juicio de 

rendición provocada de cuentas, precisó que:  

 

“El objeto de este proceso, es que todo aquel que CONFORME A LA LEY, esté 

OBLIGADO a rendir cuentas de su ADMINISTRACIÓN lo haga, si voluntariamente no 

ha procedido a hacerlo.”6 

“Los procesos de rendición provocada de cuentas suponen, así, de parte de quien es 

llamado a rendirlas, UNA OBLIGACIÓN DE HACERLO. Y esa obligación de rendir 

cuentas se deriva, por regla general, de otra obligación: LA DE GESTIONAR 

ACTIVIDADES O NEGOCIOS POR OTRO. En el Derecho sustancial, están obligados 

a rendir cuentas, entre muchos otros, por ejemplo, los guardadores –tutores o curadores- 

(arts. 504 a 507, Código Civil Colombiano), los curadores especiales (art. 584, C.C.C), el 

heredero beneficiario respecto de los acreedores hereditarios y testamentarios (arts. 1318 

a 1320, C.C.C), el albacea (art. 136, C.C.C), el mandatario (arts. 2181, C.C.C., y 1268 del 

 
5 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 1 de julio de 2008. Expediente No. 11001-3103-

033-2001-06291-01.  
6 Este párrafo pertenece a la Sentencia C-981 de 2002, M.P. Alfredo Beltrán Sierra.   
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Código de Comercio), el secuestre (art. 2279, C.C.C), el agente oficioso (art. 1312, C.C.C), 

el administrador de la cosa común (arts. 484 a 486, C.P.C), el administrador de las 

personas jurídicas comerciales (arts. 153, 230, 238 y 318, Co.Co., y 45, Ley 222 de 1995), 

el liquidador (arts. 238, Co.Co., y 59, inc. 5, Ley 1116 de 2006), el gestor de las cuentas 

en participación (arts. 507 y 512 del Co.Co.), el fiduciario (art. 1234, Co.Co.), el 

comisionista (art. 1299, Co.Co.) y el editor (arts. 1362 y 1368, Co.Co.). En todas estas 

hipótesis, los sujetos obligados a rendir cuentas lo están porque previamente ha habido un 

ACTO JURÍDICO (contrato, mandamiento judicial, disposición legal) que LOS OBLIGA 

A GESTIONAR NEGOCIOS O ACTIVIDADES POR OTRA PERSONA”.7  

En esa medida es presupuesto de la acción, de FORZOSA VERIFICACIÓN del funcionario 

judicial, la existencia de un CONVENIO o MANDATO LEGAL que imponga al convocado la 

OBLIGACIÓN de rendir las cuentas pedidas derivadas de la ADMINISTRACIÓN que se le 

confirió.8 

 

Vemos entonces que el objeto del proceso de rendición provocada de cuentas radica en que todo 

aquél que conforme a la ley esté obligado a rendir cuentas de su administración sea impelido a 

hacerlo, si es que voluntariamente no ha procedido a hacerlo; y su finalidad es que uno pueda exigir 

la exhibición del resultado de una gestión que otro realizó en interés suyo, es decir, que la obligación 

de rendir las cuentas recae sobre quien efectuó la gestión o administración de bienes o negocios 

ajenos, a cuyo titular por eso debe presentarle resultados:  

 

…lo que esencialmente se debe acreditar en esta clase de procesos, es de, un lado, la potestad de 

«pedir cuentas» por quien haya encomendado una «gestión o administración» y, de otro, la 

obligación de rendirlas…9 

 

El origen de la obligación de rendir cuentas puede encontrarse en la ley, como sucede con los 

guardadores de incapaces, los albaceas y los secuestres; en la convención o contrato, como en el 

mandato; o en un acto unilateral lícito, cual es el caso de la agencia oficiosa. En las tres hipótesis, 

dicen las Altas Corte, los sujetos obligados a rendir cuentas lo están porque previamente ha 

habido un acto jurídico (contrato, mandamiento judicial o disposición legal) que los obliga a 

administrar negocios o actividades de otra persona. 

 

 
7 Este párrafo pertenece a la Sentencia T-143 de 2008, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.  
8 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia STC4574-2019 del once (11) de abril de dos mil 

diecinueve (2019), Magistrado ponente: Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo. Radicación n.º 11001-22-03-000-2019-

00254-01 
9 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil y Agraria. Sentencia STC11103-2016 del once (11) de agosto 

de dos mil dieciséis (2016), Magistrada ponente: Margarita Cabello Blanco. Radicación n.º 11001-02-03-000-2016-

02114-00 
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Desde antaño la Corte tiene dicho que el proceso de rendición de cuentas tiene como objeto "saber 

quién debe a quién y cuánto, cuál de las partes es acreedora y deudora… deduciendo que las partes 

están entre sí a paz y a salvo, cuando tal cosa resultare de los autos, o declarando un saldo a favor 

de una de ellas y a cargo de la otra…" (Cas. Civil. Sent. de 23 de abril de 1912, G.J. Tomo XXI, 

pág. 141); por lo tanto, si la finalidad de ese proceso es ESTABLECER, de un lado, LA 

OBLIGACIÓN LEGAL O CONTRACTUAL DE RENDIR CUENTAS, y de otro, determinar 

el saldo de las mismas, no tiene discusión que uno y otro pronunciamiento cabe hacerlo en distintas 

fases, autónomas e independientes, como así lo consagra, para el caso de oposición, el Código de 

Procedimiento Civil en sus artículos 418 y 419. 

La primera fase, esto es, la rendición de cuentas propiamente dicha, es de naturaleza declarativa, el 

sentenciador DETERMINA SI LA PARTE DEMANDADA DEBE RENDIR LAS CUENTAS 

QUE SOLICITA EL DEMANDANTE, obligación que surge de LA LEY O DEL CONTRATO, 

como arriba se anotó. Por el contrario, la segunda fase, en la que se establece el quantum de la 

obligación declarada en la primera fase, es de condena y PRESUPONE LA CERTEZA DE LA 

OBLIGACIÓN LEGAL O CONTRACTUAL DE RENDIR CUENTAS. Así las cosas, es 

presupuesto lógico y necesario de la segunda fase, definir con antelación si el demandado SE 

ENCUENTRA OBLIGADO LEGAL O CONTRACTUALMENTE A RENDIR 

CUENTAS…10  

 

Así las cosas, es incuestionable que, en el marco de los procesos de rendición provocada de cuentas, 

la legitimación en la causa por activa recae en aquellas personas que, por virtud de la ley o el 

contrato, están facultadas para exigir la rendición de cuentas, mientras que la legitimación en la 

causa por pasiva recae en la persona que, por virtud de la ley o el contrato, se encuentra obligada a 

rendirlas conforme a la administración que desarrolló. El profesor Ramiro Bejarano lo explica en 

estos términos: 

 

Si alguien ejerce y concluye una GESTIÓN ADMINISTRATIVA, cualquiera que sea, debe rendir 

cuentas comprobadas de ella. Si no lo hace, los beneficiarios de esa gestión pueden formularle 

demanda para que se rindan las cuentas, en cuyo caso el proceso de denominará “rendición 

provocada de cuentas”. (…) En la rendición provocada, es demandante quien quiere conocer las 

cuentas, y demandado quien ejerció la ADMINISTRACIÓN…11 

 

De lo anterior se desprende que en esta clase de procesos el ineludible primer paso es comprobar 

con suficiencia la existencia del vínculo legal o contractual especifico que autoriza a la parte actora 

para pedir las cuentas de la supuesta administración desarrollada por la parte demandada, o 

 
10 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Auto del treinta (30) de septiembre de dos mil cinco (2005), 

Magistrada ponente: Edgardo Villamil Portilla. Expediente 11001-02-03-000-2004-00729-00 
11 Bejarano Guzmán. Ramiro. Procesos declarativos, arbitrales y ejecutivos. Sexta edición. Editorial Temis S.A. 

Bogotá. Pág. 100 
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planteado a la inversa, que de manera expresa ordena a la parte demandada rendirle tales cuentas a 

la parte actora. Aquí resulta ilustrativo el siguiente pronunciamiento del Tribunal Superior de Cali: 

 

Rendir cuentas, no es otra situación diferente a la OBLIGACIÓN de colocar en conocimiento a 

ciertas personas, que LA MISMA LEY determina como legitimadas para recibirlo, respecto de 

todos los antecedentes, hechos y resultados de una OPERACIÓN o de la ADMINISTRACIÓN 

realizada, de conformidad a los asientos de los libros de quien las rinde y acompañada siempre de 

los respectivos comprobantes, pues son ellos el sustento de la cifra que tal informe arroje. 

De este modo, el objeto inmediato de este proceso dice la doctrina “está constituido por las cuentas, 

esto es, los ingresos y egresos, con sus respectivos soportes, de la actividad desarrollada por quien 

se ha encargado de ADMINISTRAR bienes o negocios de otra persona, sea que su origen consista 

en un ACTO DE VOLUNTAD DE LAS PARTES, como el contrato, o en una SITUACIÓN 

PREVISTA EN LA LEY, como el secuestro o el albaceazgo”. Mientras que el objeto mediato 

consiste “en establecer quién le debe a quién y cuánto, es decir, cuál es el saldo que queda en favor 

de una parte y a cargo de la otra. Se habla de parte, sin hacer referencia a una específica, pues el 

saldo puede resultar a cargo del demandante o demandado…”12.  

En vigencia del Código General del Proceso pueden presentarse en algunos procesos de rendición 

de cuentas, dos estadios o etapas en las que se divide el trámite, a saber: una primera etapa, en la 

cual corresponde determinar, si quién se señaló como demandado está o no en la obligación de rendir 

cuentas y una segunda etapa, encaminada a la discusión de las cuentas rendidas.13 

 

E idéntica tesis postula en el distrito judicial vecino el Tribunal Superior de Buga, a través de esta 

magistral y concisa exposición conceptual:  

 

La obligación de rendir cuentas, y por ende el correlativo derecho de exigirlas o provocarlas 

judicialmente, no es asunto librado al arbitrio o querer de una las partes, toda vez que SOLO POR 

VÍA CONVENCIONAL O LEGAL referida a administrar o gestionar negocios o bienes de otro 

es que surge ese DERECHO-DEBER (…) 

En otras palabras: quien ADMINISTRA NEGOCIOS AJENOS, ya sea por imposición de la ley, 

por convención o por un acto unilateral, debe rendir cuentas de su gestión al dueño de esos negocios 

(…) 

… el proceso de rendición de cuentas está conformado por dos etapas claramente diferenciables: La 

primera dirigida a determinar si el demandado tiene la OBLIGACIÓN LEGAL O 

CONTRACTUAL de rendir las cuentas que se le reclaman. Y la segunda, a la cual se llega SOLO 

 
12 Nota del texto: AZULA CAMACHO (2016). Manual de Derecho Procesal. Bogotá: Editorial Temis. 
13 Tribunal Superior de Cali, Sala Civil de Decisión. Sentencia del trece (13) de agosto de dos mil veinte (2020), 

Magistrado sustanciador: Flavio Eduardo Córdoba Fuertes. Rad. 76001–31–03–005–2016–00325–02 (9411). 
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SI LA FASE ANTERIOR ES POSITIVA, con la finalidad de establecer el monto del saldo que 

sobrevenga a cargo o a favor de quien las rindió. 

 

Aterrizando de lleno al asunto de autos, es fundamental reparar en el hecho de que en el escrito de 

demanda el nombre de mi poderdante no aparece ni siquiera una única vez en los apartados de 

hechos y fundamentos de derecho, y menos se le dedica siquiera un solo renglón de atención, lo 

cual necesariamente conduce a advertir acerca de que la contraparte omitió por completo su carga 

procesal de ubicar y exhibir la consagración legal o contractual textual en virtud de la cual sin lugar 

a dudas el señor Oscar en calidad de contador de Inversiones Arango Vélez tiene la obligación de 

rendir las cuentas sociales que el señor Luis Fernando reclama con ahínco (o que contemple el 

derecho de este a recibirlas de su parte, que vendría a ser lo mismo).  

 

Ahora bien, más allá de este grave y significativo silencio, el cual basta para malograr el éxito de 

las pretensiones, e incluso de la demanda misma, lo cierto es que el extremo actor tampoco podía 

demostrar la legitimación que, erróneamente, se limitó a dar por descontada. En efecto, esa 

imposibilidad es el resultado de la conjunción de dos premisas muy sencillas, una fáctica y otra 

jurídica, que estructuran el caso que nos ocupa: la primera de ellas es que el señor Luis Fernando 

está exigiendo unas cuentas derivadas de la administración de la sociedad comercial Inversiones 

Arango Vélez, y la segunda es que el señor Oscar no es un administrador de la sociedad comercial 

Inversiones Arango Vélez. Es decir, mi poderdante no debe por disposición legal o contractual 

rendirle cuentas a nadie sobre los resultados de la administración de Inversiones Arango Vélez por 

el simple motivo de que él no administra Inversiones Arango Vélez.   

 

Era deber de la parte actora demorar ese vínculo legal o contractual que convertía a mi mandante 

en administrador de la sociedad; deber que no fue cumplido y que, se le informa al despacho, no 

puede ser cumplido por el motivo expuesto anteriormente: no existe ningún contrato o acto jurídico 

que convierta al señor Sánchez en administrador de la sociedad Inversiones Arango Vélez.  

 

Vale la pena recordar que al tenor del artículo 22 de la Ley 222 de 1995 la calidad de administrador 

de una sociedad comercial la tienen solamente “el representante legal, el liquidador, el factor, los 

miembros de juntas o consejos directivos y quienes de acuerdo con los estatutos ejerzan o detenten 

esas funciones”. En sintonía, la Superintendencia de Sociedades ha manifestado al respecto que 

“únicamente detentan la condición de administradores aquellos a quienes alude el artículo 22 de la 

Ley 222 de 1995, así como de quienes específicamente se predica tal calidad a través de los estatutos 

sociales… De allí deviene la importancia de establecer claramente al interior de una compañía, a 

través de los estatutos sociales quiénes, además del gerente y los miembros de junta directiva, 

administran también la sociedad”14, y también que “en las sociedades comanditarias, la 

 
14 Superintendencia de Sociedades, Oficio 220-177552 del 05 de Diciembre de 2012. 
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administración está a cargo de los socios colectivos [o gestores], quienes podrán ejercerla 

directamente o por sus delegados”15. 

 

Carlos Sánchez no es representante legal, liquidador, factor, miembro de junta directiva o socio 

gestor de Inversiones Arango Vélez; y, por otro lado, esto es lo que señala con suma claridad el 

artículo 7º de los estatutos de la sociedad comercial: 

 

 
(página 8, resaltado propio) 

 

En conclusión, de la demanda y las pruebas que con ella se aportaron no se infiere ni remotamente 

que mi poderdante tenga, por ministerio de la ley o acuerdo contractual, la obligación explícita de 

rendir las cuentas sociales que sin esfuerzo de sustentación le pide el demandante. En ese orden de 

ideas, surge palmaria la falta de legitimación material en la causa por pasiva, siempre que el señor 

Carlos no está compelido a rendir las cuentas que pretende el señor Luis Fernando al no ser 

administrador de esta ni de ninguna de las sociedades nombradas en el escrito de demanda.  

3.2. Falta de legitimación material en la causa por activa: El señor Luis Fernando no 

tiene facultad para solicitar que se le rinda cuentas  

 

Si hay algo cristalino en la doctrina y jurisprudencia es que un accionista o socio individualmente 

considerado no puede incoar una acción de rendición provocada de cuentas frente al administrador 

de la sociedad de la cual tiene participación social. Por ello, y sin mayor análisis, deberán negarse 

las pretensiones de la demanda y no seguirse adelante con este trámite procesal.  

 

Para el caso concreto de los procesos de rendición provocada de cuentas, la Superintendencia de 

Sociedades ha señalado que la legitimación en la causa por activa radica en los órganos de la 

sociedad; es decir, en la asamblea general de accionistas o junta de socios, dependiendo del tipo 

societario. Al respecto se pronunció esa corporación en el Concepto 220-039022 del 2012, que 

previamente ya había sido expuesto en el Oficio 220-121927 Diciembre 1º de 2008 y Oficio 220-

129914 de 9 de noviembre de 2009 de la siguiente manera:   

 

 
15 Superintendencia de Sociedades, Oficio 220-183473 del 15 de Diciembre de 2009; citando el artículo 326 del 

Código de Comercio.  
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Para iniciar la acción provocada de cuentas, es necesario tener legitimidad para ello, esto es, que 

la ley le haya otorgado el derecho a que le rindan cuentas, asunto que no es aplicable en la regulación 

societaria pues como se vio anteriormente un socio individualmente considerado no está 

facultado para exigirle cuentas de gestión a los administradores, sino que esto debe hacerlo los 

órganos de la sociedad a los cuales les fue asignada tal función. (negritas y subrayas fuera del 

texto original)   

 

Esta misma posición la adoptó la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil en la sentencia 

STC18179 del 2016, oportunidad en la que señaló que:   

 

(…) el administrador se obliga exclusivamente a presentar los informes de su gestión ante la 

asamblea de accionistas o general, o junta de socios. En ese orden de ideas, la legitimación por 

el lado activo de la rendición provocada de cuentas recae en la asamblea de accionistas, en la 

asamblea general, o en la junta de socios, pero no en ningún de los socios individualmente 

considerados; por su parte, la legitimación por el lado pasivo de la rendición recae en el 

administrador de la sociedad por ser él la persona encargada de un patrimonio ajeno. (negritas y 

subrayas fuera del texto original) 

 

Es decir que la legitimación por activa para iniciar un proceso de rendición provocada de cuentas 

radica esencialmente en la junta de socios y no en cada socio particularmente. El demandante Luis 

Fernando Arango no es por sí solo el máximo órgano social de la sociedad Inversiones Arango & 

CIA S. en C.  

 

Así las cosas, siendo el demandante un simple socio comanditario, que no tiene la calidad de gestor 

ni puede considerarse el máximo órgano de la sociedad Inversiones Arango & CIA S. en C. y no 

habiendo siquiera una decisión por parte de esta junta de socios de solicitar la rendición provocada 

de cuentas de su administrador – ni mucho menos del contador –, resulta palmaria la falta de 

legitimación por activa del actor y, de la mano de la jurisprudencia y doctrina de la Superintendencia 

citada, deberá descartarse la acción incoada.  

3.3. Ausencia de justificación y errada estimación de la deuda 

 

La parte demandante realiza una estimación errada de la suma que afirma le adeuda Inversiones 

Arango Vélez.  

 

En primer lugar, si bien la parte actora en un aparte de su demanda indica que realiza una 

“estimación” de lo que considera se le adeuda, lo cierto es que la misma no se acompaña con 

ninguna aclaración sobre el título al que corresponden, ningún cálculo o razón que soporte de dónde 
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salen los mil cien millones de pesos ($1.100.000.000) que reclama y, por supuesto, ninguna prueba 

que sirva de sustento a la afirmación de deuda y su cuantía.  

3.4. Prescripción  

 

En la pretensión primera de la demanda, única dirigida contra mi mandante, se dice:  

 

 
 

Tendiendo en cuenta que el artículo 2356 del Código Civil contempla que las acciones ordinarias 

(a través de las cuales se busca la declaración de un derecho, como lo es el de que le rindan cuentas) 

tiene una prescripción de diez (10) años, solicito al despacho que declare la prescripción de la 

solicitud de cuentas rendidas desde el 2004 hasta el 10 de mayo de 2011, descontándose el pequeño 

periplo del trámite conciliatorio.  

 

La razón por la que los periodos prescritos se extienden hasta diez (10) años antes a la presentación 

de esta contestación a la demanda es que el demandante no notificó a mi mandante el auto admisorio 

de la demanda dentro año siguiente a la notificación de este auto por estados, sino que se surtirá la 

notificación por conducta concluyente ante la radicación de este escrito y, bajo estos escenarios, el 

Código General del Proceso en su artículo 94 contempla que “La presentación de la demanda 

interrumpe el término para la prescripción e impide que se produzca la caducidad siempre que el 

auto admisorio de aquella o el mandamiento ejecutivo se notifique al demandado dentro del término 

de un (1) año contado a partir del día siguiente a la notificación de tales providencias al demandante. 

Pasado este término, los mencionados efectos solo se producirán con la notificación al demandado”. 

3.5. No se encuentran probados los elementos de la responsabilidad (subsidiaria) 

 

Al margen de la excepción propuesta frente a la indebida acumulación de pretensiones, bien vale 

subsidiariamente dejar claro que la parte actora no ha probado los elementos esenciales de la 

responsabilidad civil, por lo que ni por asomo podría endilgársele a la parte demandada la carga 

indemnizatoria pretendida.  

 

 

[espacio en blanco] 
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3.5.1. Inexistencia de daños y perjuicios 

 

Como es bien conocido, el primer elemento de la responsabilidad civil que debe ser acreditado y 

analizado es la existencia del daño, pues sin este no hay necesidad de entrar a hacer un reproche a 

la conducta de la persona demandada.  

 

En el caso que nos ocupa, la parte actora no logró, ni logrará, probar el daño que alega en esta 

demanda, pues no existe prueba tendiente a tal fin. Menciona que se le causaron unos supuestos 

perjuicios de mil cien millones de pesos por el “no pago de los dividendos”, pero no presenta una 

sola prueba de su existencia o su cuantía. Lo mismo ocurre con los perjuicios morales: ¿cuál fue su 

causa?, ¿cuál fue su magnitud?, ¿por qué son de seiscientos millones de pesos?  

 

Respecto al daño moral se pone de presente al despacho que no hay prueba alguna en el presente 

proceso que demuestre que realmente el demandante sufrió un daño resarcible, pues sus 

pretensiones están basadas en el simple dicho del apoderado de la parte actora.  

 

Por todo lo anterior, se prueba que en el caso de autos no se ha probado el daño resarcible que se 

requiere para este juicio de responsabilidad civil o, si se considera diferente, no se ha probado el 

perjuicio alegado por el actor. 

 

3.5.2. Ausencia de nexo de causalidad o imposibilidad de estructurar la imputación fáctica 

 

En el presente caso no existe ni puede existir relación de causalidad alguna entre la conducta de la 

parte demandada y el resultado que se produjo. Dentro de los requisitos que de tiempo atrás la ley, 

la doctrina y la jurisprudencia han determinado para que surja la responsabilidad civil está el 

denominado nexo causal. Esto no es otra cosa que la relación o vínculo que debe existir entre el 

hecho y el daño o entre la culpa y el daño (según se adopte una teoría objetiva o subjetiva). En este 

orden de ideas si no hay nexo causal no surge responsabilidad alguna y, por ello, en el caso que nos 

ocupa no puede condenarse a la parte demandada, cuando su conducta nada tuvo que ver con el 

resultado dañoso. 

 

Para probar la existencia del nexo causal es necesario que la causa real o fáctica sea aquella 

determinante en el acaecimiento del hecho, lo cual no se asoma ni por equivocación en el caso sub 

judice.  

 

En el caso concreto no se encuentra probada la relación de causalidad y no hay cabida para un fallo 

en el que se acojan las pretensiones de la parte demandante, pues negligentemente pretende 

fundamentar sus argumentos en simples afirmaciones sin respaldo. 

 

 

[espacio en blanco] 
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3.5.3. Inexistencia de culpa o fundamento de la responsabilidad 

 

Se propone la presente excepción atendiendo a que mi representado no ha incurrido en ninguna 

culpa –elemento axiológico para declarar la responsabilidad pretendida– toda vez que su actuación 

siempre ha estado conforme a derecho. 

 

Sin embargo, en el caso que nos ocupa no existe prueba alguna que esté orientada a demostrar la 

culpa del demandado. La culpa debe ser plenamente probada por la parte que intenta imputarla y 

ello implica una correcta identificación de los hechos culposos, lo que no sucedió en este proceso.  

Mal haría el despacho en declarar la responsabilidad civil cuando no existe total certeza acerca del 

agente que incumplió su supuesta obligación (sin siquiera saber cuál era esta) y que esta situación 

se deba a la pasividad de la parte demandante en probar el supuesto de hecho que aduce.  

 

Ahora, esta carga de la prueba no corresponde a mi representado como demandado ni al juez como 

director del proceso, sino que es exclusiva de la parte demandante quien, si no la cumplió, debe 

asumir la consecuencia de tal omisión, cual es la denegación de sus pretensiones.  

  

Por consiguiente, no se encuentra acreditada la culpa como elemento estructural de la 

responsabilidad civil, que requiere ser probada en este proceso para poderse predicar la 

responsabilidad de la demandada y, por ello, debe ser declarada esta excepción y negadas las 

peticiones del libelo inicial. 

3.6. Excesiva valoración de perjuicios (subsidiaria) 

 

No existe prueba alguna acerca de la cuantía de los perjuicios que alega haber sufrido la parte 

demandante. Sin embargo, si eventualmente lograra acreditarse algún tipo de perjuicio debe tenerse 

en cuenta que el daño solo debe repararse en su justa medida y de conformidad con las pautas 

jurisprudenciales aplicables en nuestro país.  

 

Por ejemplo, teniendo en cuenta el carácter subjetivo que necesariamente implica la tasación de los 

perjuicios inmateriales, el operador judicial debe acudir a criterios jurisprudenciales que le permitan 

tasar, en justa medida, los perjuicios inmateriales y materiales.  En palabras de la Corte Suprema 

de Justicia:  

 

dentro de cualquier proceso que se surta ante la Administración de Justicia, la valoración de daños 

irrogados a las personas y a las cosas, atenderá los principios de reparación integral y equidad y 

observará los criterios técnicos actuariales’ (artículo 16 de la Ley 446 de 1998; cas. civ. sentencias 

de 3 de septiembre de 1991, 5 de noviembre de 1998 y 1º de abril de 2003), es decir, se consagra el 

resarcimiento de todos los daños causados, sean patrimoniales, o extrapatrimoniales, aplicando la 

equidad que no equivale a arbitrariedad ni permite ‘valoraciones manifiestamente exorbitantes o, al 

contrario inicuas y desproporcionadas en relación con los perjuicios sufridos (Flavio Peccenini, La 
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liquidazione del danno morale, in Monateri, Bona, Oliva, Peccenini, Tullini, Il danno alla persona, 

Torino, 2000, Tomo I, 108 ss)16 (destacado fuera del texto original). 

 

Aunque no hay lugar al reconocimiento de daño moral, pues el daño que se alega no le es atribuible 

a la parte demandada, en el eventual pero poco probable caso en el que en el presente proceso sea 

proferida una sentencia condenatoria, su despacho no debe acceder a las pretensiones del 

demandante, ya que estas debieron haber estado acordes con la naturaleza de los intereses 

quebrantados, lo que en este caso no sucede, toda vez que están claramente sobrestimadas. Sin 

pretender con esto avaluar un daño que por su naturaleza es inestimable. 

 

3.7. Excepción genérica 

 

Me refiero con ello a cualquier hecho o derecho a favor de mi mandante que resultare probado 

dentro del proceso, toda vez que el juez oficiosamente debe declarar probadas las excepciones que 

resulten de los hechos acreditados en el expediente de conformidad con el artículo 282 del Código 

General del Proceso. Por lo anterior, le solicito al señor juez declarar probada cualquier otra 

excepción que resulte acreditada a lo largo del proceso. 

 

4. SOLICITUD DE SENTENCIA ANTICIPADA 

 

Por economía procesal y haciendo un llamado a las figuras creadas por el Código General del 

Proceso para evitar la dilación de procesos que no tienen vocación de prosperidad y que sólo 

congestionan y torpean la administración de justicia, solicito respetuosamente al despacho que, una 

vez recibido este escrito, proceda a dictar sentencia anticipada negando la totalidad de pretensiones 

de la demanda o, al menos, aquellas que van dirigidas en contra del señor Carlos Sánchez.  

 

En su tenor literal, el numeral 3 del artículo 278 del C.G.P. dispone que:  

 

En cualquier estado del proceso, el juez deberá dictar sentencia anticipada, total o parcial, en los 

siguientes eventos: 

[…] 

 
16 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Civil. Magistrado ponente: ÁLVARO FERNANDO 

GARCÍA RESTREPO. SC16690-2016. Radicación 11001-31-03-008-2000-00196-01. Bogotá, D. C., diecisiete 

(17) de noviembre de dos mil dieciséis (2016), que a su vez cita a FLAVIO PECCENINI, La liquidazione del 

danno morale, in Monateri, Bona, Oliva, Peccenini, Tullini, Il danno alla persona, Torino, 2000, Tomo I, 108 ss. 
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3. Cuando se encuentre probada la cosa juzgada, la transacción, la caducidad, la prescripción 

extintiva y la carencia de legitimación en la causa (subrayas fuera del texto original) 

 

En este proceso se encuentra probada la ausencia de legitimación en la causa por activa y pasiva, 

por lo que el despacho está llamado – por no decir obligado – a dictar sentencia anticipada en la 

que se dé fin al proceso, absolviendo a mi poderdante de cualquier pretensión o condena en el marco 

del mismo y condenando a la parte actora a las costas a que hubiere lugar.  

 

Precisamente, la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia ha indicado que: 

 

las recientes transformaciones de las codificaciones procesales, en las que se prevé que las causas 

pueden fallarse a través de resoluciones anticipadas, cuando se haga innecesario avanzar hacia 

etapas posteriores. 

En este escenario, el respeto a las formas propias de cada juicio se armoniza con los principios de 

celeridad y economía procesal, los cuales reclaman decisiones prontas, adelantadas con el menor 

número de actuaciones posibles y sin dilaciones injustificadas. Reliévese que las formalidades están 

al servicio del derecho sustancial, por lo que cuando se advierta la futilidad de aquellas deberán 

soslayarse, como cuando en la foliatura se tiene todo el caudal suasorio requerido para tomar una 

decisión inmediata, o cuando los hechos controvertidos están exentos de acreditación17. (subrayas 

fuera del texto original) 

 

Así las cosas, respetuosamente se solicita al despacho: 

 

PROFERIR SENTENCIA ANTICIPADA TOTAL que ponga fin al proceso, absolviendo a mi 

poderdante de cualquier declaración o condena, por encontrarse probada la carencia de 

legitimación en la causa por activa y por pasiva. 

O en subsidio: 

PROFERIR SENTENCIA ANTICIPADA PARCIAL que niegue la totalidad de pretensiones de 

la demanda dirigidas contra Carlos Sánchez, por encontrarse probada la carencia de 

legitimación en la causa por pasiva.  

 

5. NO EXISTE OBLIGACIÓN DE RENDIR CUENTAS 

 

En armonía con los argumentos expuestos, y en virtud de la posibilidad que concede el artículo 379 

del CGP, se presenta expresamente que mi poderdante no se encuentra obligada a rendir de cuentas.   

 

 
17 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Magistrado ponente: Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo. 

SC2421-2019. Bogotá, D. C., 4 de julio de 2019.  
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6. PRUEBAS 

 

6.1. Documentales  

 

Sírvase el honorable Tribunal decretar los siguientes documentos, para su valoración al 

momento de dictar fallo:  

 

6.1.1. Estatutos sociales de Inversiones Arango Vélez.  

 

 

6.2. Interrogatorio de parte 

 

De conformidad con el artículo 198 del Código General del Proceso, solicito que se cite a la 

siguiente persona: 

 

6.2.1. LUIS FERNANDO ARANGO, quien puede ser ubicado en la dirección aportada con la 

demanda para que en fecha y hora que señale el Juzgado, absuelva interrogatorio que 

le formularé de manera verbal sobre los hechos relacionados con el proceso, entre 

otras situaciones que sean de interés de este litigio. 

 

 

6.3. Oposición a la solicitud de testimonios de la parte demandante 

 

De acuerdo con el artículo 212 del Código General del Proceso, “cuando se pidan testimonios 

deberá expresarse el nombre, domicilio, residencia o lugar donde pueden ser citados los 

testigos, y enunciarse concretamente los hechos objeto de la prueba”. A su vez, el artículo 213 

explica que “si la petición reúne los requisitos indicados en el artículo precedente, el juez 

ordenará que se practique el testimonio en la audiencia correspondiente”.  

 

Por lo que, en sentido contrario, si la petición no reúne los requisitos indicados en el artículo 

212 el despacho no debería ordenar que se practique el testimonio. Y así ocurre con la solicitud 

que realiza la parte demandante: en relación con los testigos no se enuncian concretamente los 

hechos que son objeto de prueba, no se expresa su nombre, su domicilio, residencia o lugar 

donde pueden ser citados, como se ve a continuación: 

 

Testimonio Reparo 

“Sra. ALICIA” No se expresa el nombre, ni el domicilio, residencia 

o lugar donde pueda ser citada. 

“Sr. PABLO JOSE ARANGO” No se expresa el domicilio, residencia o lugar donde 

pueda ser citado. 



 
 

 

 

 Página 22 de 24 

 

“Sra. ANA MARIA ARANGO” No se expresa el domicilio, residencia o lugar donde 

pueda ser citada. 

“Sra. LUZ AMALIA ESCUDERO” No se expresa el domicilio, residencia o lugar donde 

pueda ser citada. Tampoco se enuncia 

concretamente el objeto de la prueba: la parte 

demandante se limita a manifestar: “para que declare 

lo que le conste sobre los hechos que originaron esta 

demanda”. 

 

Lo cierto es que el nuevo Código General del Proceso les impone a las partes que solicitan el 

decreto de una prueba testimonial el deber de cumplir una serie de requisitos pues ello resulta 

fundamental para que la contraparte pueda ejercer en debida forma su derecho de defensa y 

contradicción, que está íntimamente ligado con el derecho fundamental al debido proceso y, 

más importante aún, resulta esencial para que el despacho pueda hacer un análisis de 

pertinencia de la prueba para efecto de su decreto. Como la parte demandante no lo hizo, no 

es procedente decretar estos testimonios. 

 

 

6.4. Oposición a la solicitud de oficios 

 

En el acápite denominado “OFICIOS” la parte demandante solicita al Despacho el decreto de 

veintitrés -23- oficios, los cuales no puede ser decretados por el despacho, por cuanto la parte 

demandante bien podía, al menos, intentar pedir todos estos documentos por intermedio de un 

derecho de petición, como lo establece la ley.  

 

En efecto, el inciso 2º del artículo 173 del Código General del Proceso señala que “el juez se 

abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de 

petición, hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese 

sido atendida, lo que deberá acreditarse sumariamente”. En este caso la parte demandante no 

prueba que hubiera intentado solicitar esta información (esta múltiple información) con un 

derecho de petición y que su petición no hubiera sido atendida, razón suficiente para negar la 

prueba. No puede la parte pretender que el operador judicial, más que ser un director del 

proceso, se convierta en su aliado para la consecución de las pruebas. 

 

7. OBJECIÓN AL JURAMENTO ESTIMATORIO 

 

De conformidad con el artículo 206 del Código General del Proceso me permito objetar el 

juramento estimatorio realizado por la parte demandante. La objeción se fundamenta en los 

siguientes motivos: 
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7.1. En la demanda se pretende el pago de mil cien millones por concepto de “perjuicios 

materiales derivados del no pago de los dividendos a los que tiene derecho el 

demandante”, pero no se demuestra que efectivamente el supuesto no pago de estos 

dividendos haya implicado un perjuicio de semejante naturaleza, no se explica tampoco 

cuál fue el análisis o estimación realizada para calcular en mil cien millones unos 

supuestos perjuicios materiales; 

 

7.2. En la demanda se pide que se paguen seiscientos millones de pesos por concepto de 

perjuicios morales, pero no se explica a cuento de qué estos perjuicios fueron estimados 

en semejante cantidad de dinero. 

 

Por lo tanto, el juramento estimatorio no puede surtir los efectos previstos por el legislador y no 

puede servir de prueba del monto de los perjuicios cuyo reconocimiento se pretende, en los términos 

del inciso primero del artículo 206 del C.G.P. 

8. ANEXOS 

8.1. El poder conferido al doctor Francisco J. Hurtado Langer y la sustitución a mí otorgada 

por el mencionado abogado.  

 

8.2. Certificado de estudios del dependiente judicial. 

 

9. DEPENDENCIA JUDICIAL 

Solicito tener a CARLOS ALBEIRO BENAVIDEZ MUÑOZ, identificado con cédula de ciudadanía 

número 94.431.965 de Santiago de Cali, estudiante de derecho de segundo año de la Universidad 

Libre, como mi dependiente judicial, a quien desde ahora autorizo para que retire en mi nombre 

todos los oficios, notificaciones, citaciones, etc., revisen el expediente, solicite y retire copias. 

10. NOTIFICACIONES 

10.1. Mi poderdante las recibirá en la Calle 5 No. 38-48, Clínica San Fernando, de Santiago de 

Cali D.E., y en el correo electrónico ca_sb@hotmail.com.  

 

10.2. Las demás partes en las direcciones por ellos aportadas. 

 

mailto:ca_sb@hotmail.com


 
 

 

 

 Página 24 de 24 

 

10.3. El suscrito las recibirá en la avenida 4N # 6N – 67 oficina 403 del Edificio Siglo XXI en 

Santiago de Cali D.E. y en los correos electrónicos: oarango@hurtadogandini.com y 

fjhurtado@hurtadogandini.com 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

ORLANDO ARANGO LAGOS 

C.C. 1.144.090.070 

T.P. 315.615 del C.S. de la J. 

mailto:oarango@hurtadogandini.com


 

Doctor 

RAMIRO ELÍAS POLO CRISPINO 

JUEZ CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO DE CALI 

Vía e-mail 

 

 

Referencia: 

 

 

Proceso verbal de rendición provocada de cuentas iniciado por 

LUIS FERNANDO ARANGO VILLA contra MARÍA CECILIA ARANGO 

DE RIZO y otros  

 

Radicado: 2019-050 

Asunto: Recurso de reposición contra el auto admisorio de la demanda   

 

 

ORLANDO ARANGO LAGOS, identificado como aparece al pie de mi firma, obrando en mi condición 

de apoderado judicial sustituto de CARLOS ALBERTO SÁNCHEZ B., vecino de Santiago de Cali D.E., 

identificado con la cedula de ciudadanía No. 6.087.869, según el poder especial conferido, me 

interponer recurso de reposición en contra del Auto No. 468 del 20 de agosto de 2019, por medio 

del cual se admitió la demanda, corregido a través del Auto sin número del 03 de diciembre de 2020 

(en adelante y en conjunto, el “Auto recurrido”), según se indica a continuación. 

 

I. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR ESTE ESCRITO 

Funcionarios de la Clínica San Fernando le informaron a mi mandante que el 9 de abril de 2021 

habían recibido un documento físico por parte de la compañía Servientrega con el Número de Guía 

91314582691, contentivo del Auto No. 468 del 20 de agosto de 2019 por medio del cual se admitió 

la demanda y se le concedió a la parte demandada 20 días hábiles para contestar (art. 369 del 

C.G.P.). No obstante, este documento (i) no cumple con el proceso de notificación del que trata los 

artículos 291 (nunca se envió la citación para notificación personal) y 292 del Código General del 

Proceso, (ii) ni mucho menos con la electrónica dispuesta en el Decreto 806 de 2020. Igualmente, 

con tal notificación (iii) no se allegó la subsanación de la demanda ni sus anexos, tampoco se remitió 

el auto sin número del 03 de diciembre de 2020 y que hace parte de auto admisorio del líbelo genitor 

y (iv) evidentemente fue enviado a un lugar que no corresponde al domicilio de mi mandante. Por 

todo lo anterior, mi representado no ha sido notificado en debida forma y este recurso de reposición 

 
1 Se puede rastrear en la página web: https://www.servientrega.com/wps/portal/Colombia/personas/inicio  

https://www.servientrega.com/wps/portal/Colombia/personas/inicio


 

resulta oportuno, pues con su radicación apenas se entendería surtida la notificación por conducta 

concluyente.  

 

I. RECURSO DE REPOSICIÓN  

1. REPARO CONCRETO Y SUSTENTACIÓN  

1.1. No se allegó ni acreditó la relación legal o contractual que obligase al señor Carlos 

Alberto Sánchez a rendir cuentas  

 

Los procesos de rendición provocadas de cuentas se resumen en una acción judicial a favor de a 

quienes le administran a su favor algún bien o negocio y en contra de quien ostenta la calidad de 

administrador. La jurisprudencia patria, con sujeción a la ley misma, ha establecido que la calidad 

de administrador, que justifica la demanda frente al sujeto pasivo, puede estar dada por la ley 

misma, por un contrato o un cuasicontrato. Simplemente para demostrar ello, traigo al plenario la 

siguiente cita de la Corte Suprema de Justicia:  

En primer lugar, cumple memorar que la jurisprudencia constitucional al ocuparse del juicio de 

rendición provocada de cuentas, precisó que:  

 

“El objeto de este proceso, es que todo aquel que conforme a la ley, esté obligado a rendir 

cuentas de su administración lo haga, si voluntariamente no ha procedido a hacerlo.”2 

“Los procesos de rendición provocada de cuentas suponen, así, de parte de quien es 

llamado a rendirlas, una obligación de hacerlo. y esa obligación de rendir cuentas se 

deriva, por regla general, de otra obligación: la de gestionar actividades o negocios por 

otro. en el derecho sustancial, están obligados a rendir cuentas, entre muchos otros, por 

ejemplo, los guardadores –tutores o curadores- (arts. 504 a 507, Código Civil 

Colombiano), los curadores especiales (art. 584, C.C.C), el heredero beneficiario respecto 

de los acreedores hereditarios y testamentarios (arts. 1318 a 1320, C.C.C), el albacea (art. 

136, C.C.C), el mandatario (arts. 2181, C.C.C., y 1268 del Código de Comercio), el 

secuestre (art. 2279, C.C.C), el agente oficioso (art. 1312, C.C.C), el administrador de la 

cosa común (arts. 484 a 486, C.P.C), el administrador de las personas jurídicas 

comerciales (arts. 153, 230, 238 y 318, Co.Co., y 45, Ley 222 de 1995), el liquidador (arts. 

238, Co.Co., y 59, inc. 5, Ley 1116 de 2006), el gestor de las cuentas en participación (arts. 

507 y 512 del Co.Co.), el fiduciario (art. 1234, Co.Co.), el comisionista (art. 1299, Co.Co.) 

y el editor (arts. 1362 y 1368, Co.Co.). En todas estas hipótesis, los sujetos obligados a 

rendir cuentas lo están porque previamente ha habido un ACTO JURÍDICO (contrato, 

 
2 Este párrafo pertenece a la Sentencia C-981 de 2002, M.P. Alfredo Beltrán Sierra.   



 

mandamiento judicial, disposición legal) que los obliga a gestionar negocios o actividades 

por otra persona”.3  

en esa medida es presupuesto de la acción, de forzosa verificación del funcionario judicial, la 

existencia de un convenio o mandato legal que imponga al convocado la obligación de rendir las 

cuentas pedidas derivadas de la administración que se le confirió (énfasis propio)4 

De la mano de esto, la misma Corte Suprema de Justicia ha planteado que, además de que tal 

supuesto es indispensable para el análisis de la legitimación en la causa material por pasiva, también 

es un requisito de la demanda en este tipo de procesos especiales. Es decir, se ha planteado que 

es obligación del demandante aportar, probar y nombrar cuál es ese convenio o mandato legal que 

obliga al demandado a que le rinda cuentas desde la formulación de su demanda. 

 

Al respecto, en una sentencia de tutela donde se obligó al juez de conocimiento a declarar 

inadmisible una demanda por la ausencia de este requisito, se dijo:  

En esa medida es presupuesto de la acción, de forzosa verificación del funcionario judicial, la 

existencia de un convenio o mandato legal que imponga al convocado la obligación de rendir las 

cuentas pedidas derivadas de la administración que se le confirió5 (énfasis propio). 

La consecuencia del incumplimiento de este requisito, como ya se anticipó, no es más que la 

inadmisión de la demanda, para que el actor, en el término de subsanación, allegue al plenario la 

prueba de ese mandato legal o contractual, so pena de su rechazo. En esta sentencia precitada se 

indicó:  

Esta circunstancia no basta para que nazca la obligación reclamada, pues además que no se tuvo en 

cuenta la duración de la sociedad conyugal, tampoco se aportó prueba al expediente de un pacto o 

mandato respecto de la administración de los inmuebles, toda vez que los únicos medios de 

convicción allegados fueron la constancia de no acuerdo de conciliación, las escrituras públicas y 

los certificados de tradición de los inmuebles identificados con matrículas inmobiliarias Nos. 50S-

1087466 y 50S-774924, así como fotografías de los mismos.  

 

El Juzgado accionado en consecuencia debió reparar en esos requisitos a efectos de inadmitir el 

libelo con el fin de que el demandante argumentara en los hechos de la demanda las 

circunstancias de tiempo, modo y lugar en las cuales se acordó la administración del inmueble, 

 
3 Este párrafo pertenece a la Sentencia T-143 de 2008, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.  
4 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia STC4574-2019 del once (11) de abril de dos mil 

diecinueve (2019), Magistrado ponente: Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo. Radicación n.º 11001-22-03-000-2019-

00254-01 
5 Corte Suprema de Justicia, Sentencia STC4574-2019 del 11 de abril de 2019, radicación 11001-22-03-000-2019-

00254-01. Magistrado Ponente:  AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 



 

una vez disuelta la sociedad conyugal, so pena de rechazarlo por no contar con la 

fundamentación adecuada6 (énfasis propio). 

En efecto, en la parte resolutiva de esta providencia, la Corte Suprema de Justicia constriñó al juez 

de conocimiento de la acción de rendición provocada de cuentas para que inadmitiese la demanda 

para que el actor argumentara y probara esa relación legal que obligaba al demandado a rendirle 

cuentas pues, se itera, es un requisito formal de estas demandas:  

Tercero: Se ordena al Juzgado Treinta y Dos Civil Municipal de esta ciudad que en el término de 

diez (10) días, siguientes al recibo del expediente, tras dejar sin efecto la providencia de 7 de junio 

de 2018, emita la determinación que corresponda, motivándola adecuadamente, a efectos de 

inadmitir el libelo de rendición de cuentas, atendiendo las razones consignadas en esta 

providencia7. 

Adentrando al caso en concreto, es evidente que en ninguno de los hechos de la demanda se nombra 

siquiera a mi mandante, el señor Carlos Alberto Sánchez, ni mucho menos se aporta la prueba de 

un convenio que convierta a éste en administrador de la sociedad Inversiones Arango Vélez, quienes 

son los legitimados por pasiva en estos litigios. Además, tampoco se nombra una norma que obligue 

a un simple contador a rendir cuenta sobre una sociedad que no administra.  

 

 

1.2. Se incumplió el requisito de estimación de las cuentas 

La demanda carece del requisito formal de estimar lo que se adeude o considere se le debe el 

demandante por las cuentas solicitadas en el proceso verbal especial de rendición provocada de 

cuentas, de acuerdo con lo exigido en el numeral 1 del artículo 379 del Código General del Proceso. 

Por este motivo, no debió haberse admitido, a voces del artículo 90 ibidem.  

Es así como en las primeras cuatro pretensiones de la demanda, el demandante exige la rendición 

de cuentas referida. Sin embargo, al apreciar las últimas pretensiones, no se halla la estimación 

juramentada exigida por la ley. Lo anterior, debido a que las sumas exigidas por la parte demandante 

en el acápite de Pretensiones corresponden a pagos por “perjuicios materiales” y “perjuicios 

inmateriales”. Estos valores son propios de declaraciones judiciales en procesos de responsabilidad 

civil, asuntos que no se discuten dentro del proceso de rendición de cuentas porque no surgen de 

las obligaciones administrativas del demandado y sus gestiones realizadas.  

Esta idea se refuerza al observar la pretensión 5, en la que se plantea que la parte demandante 

estimará el saldo adeudado si la parte demandada no aporta las cuentas pedidas (como si el proceso 

 
6 Corte Suprema de Justicia, Sentencia STC4574-2019 del 11 de abril de 2019, radicación 11001-22-03-000-2019-

00254-01. Magistrado Ponente:  AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 
7 Corte Suprema de Justicia, Sentencia STC4574-2019 del 11 de abril de 2019, radicación 11001-22-03-000-2019-

00254-01. Magistrado Ponente:  AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 



 

no exigiera ahora la estimación por la parte demandante). Eso demuestra que la naturaleza de lo 

adeudado es diferente del valor estimado en la pretensión 6 y no se aporta en el texto de la demanda. 

Debe señalarse que dicha presunción del juramento es un castigo legal a la omisión de contestación 

de parte del administrador demandado y opera sobre las deudas que se estimen en la demanda. 

Más adelante, en el acápite de juramento estimatorio, el demandante afirma estimar que se le deben 

mil setecientos millones de pesos ($1.700.000.000), de los que mil cien millones de pesos 

($1.100.000.000) corresponden, según su dicho, a las utilidades dejadas de percibir como socio 

comanditario de Inversiones Arango Vélez & CIA S. en C. No obstante, este juramento carece de 

validez. Por una parte, en las pretensiones de la demanda esta suma es alegada como “perjuicios 

materiales” sin especificar a qué título corresponden y acreditar el daño del que derivan; por otro 

lado, se plantea que esta suma corresponde a “capital más intereses”, sin desglosar a qué 

corresponde cada suma para establecer cuál es el valor que debería decretarse como castigo al 

demandado en caso de omitir la contestación.  

De esa manera, la estimación juramentada de las cuentas debidas no procede con posterioridad a la 

presentación de la demanda, como se alga en la pretensión 5 de la demanda, sino que debió 

estimarse al presentarse el líbelo demandatorio como requisito ineludible para su admisión. 

 

 

1.3. Las pretensiones no son claras y precisas 

 

Si se observan las pretensiones de la demanda, se evidencia que en ella se hace una mezcla de 

peticiones relativas a un proceso especial de rendición de cuentas y otras a través de las cuales se 

pide la indemnización de unos perjuicios que es propia de los procesos de responsabilidad civil. 

Esta divergencia y confusión en las pretensiones es una afrenta al numeral 4 del artículo 82 del 

Código General del Proceso que contempla como requisito de la demanda indicarse “Lo que se 

pretenda, expresado con precisión y claridad” (subrayas propias).  

 

Este requisito debió haber sido analizado por el despacho previo a proferir el auto admisorio de la 

demanda y, siendo tan evidente la confusión y falta de claridad de las pretensiones, debió 

inadmitirse el líbelo referido.  

2. PETICIONES  

Atendiendo, entonces, a los evidentes incumplimientos de los requisitos de la demanda de un 

proceso de rendición provocada de cuentas, se solicita al despacho que:  

PRIMERA.- Inadmita la demanda de rendición provocada de cuentas promovida por Luis Fernando 

Arango Villa vs María Cecilia Arango de Rizo y otros, debido a que (i) no se indicó ni probó cuál 

es la relación legal o contractual que obligue al señor Carlos Alberto Sánchez a rendirle cuentas de 



 

la sociedad Inversiones Arango Vélez, (ii) no se estimaron las cuentas sino que se dejó esa labor a 

un estadio posterior del proceso y, (iii) por ausencia de precisión y claridad en las pretensiones.  

SEGUNDA.- Conceda al demandante un término de cinco (5) días para subsanar la demanda, (i) 

indicándose y probándose cuál es  la relación legal o contractual que obliga al señor Carlos Alberto 

Sánchez a rendirle cuentas de la sociedad Inversiones Arango Vélez, so pena de su rechazo, (ii) 

estimándose las cuentas y (iii) dándose claridad a las pretensiones de la demanda.  

3. NOTIFICACIONES 

3.1. Mi poderdante las recibirá en la Calle 5 No. 38-48, Clínica San Fernando, de Santiago de 

Cali D.E., y en el correo electrónico ca_sb@hotmail.com.  

 

3.2. Las demás partes en las direcciones por ellos aportadas. 

 

3.3. El suscrito las recibirá en la avenida 4N # 6N – 67 oficina 403 del Edificio Siglo XXI en 

Santiago de Cali D.E. y en los correos electrónicos: oarango@hurtadogandini.com y 

fjhurtado@hurtadogandini.com 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

ORLANDO ARANGO LAGOS 

C.C. 1.144.090.070 

T.P. 315.615 del C.S. de la J. 

 

 

mailto:ca_sb@hotmail.com
mailto:oarango@hurtadogandini.com
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Doctor 

RAMIRO ELÍAS POLO CRISPINO 

JUEZ CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO DE CALI 

Vía e-mail 

 

 

Referencia: 

 

 

Proceso verbal de rendición provocada de cuentas iniciado por 

LUIS FERNANDO ARANGO VILLA contra MARÍA CECILIA ARANGO 

DE RIZO y otros  

 

Radicado: 2019-050 

Asunto: Excepciones previas  

 

 

ORLANDO ARANGO LAGOS, identificado como aparece al pie de mi firma, obrando en mi condición 

de apoderado judicial sustituto de CARLOS ALBERTO SÁNCHEZ B., vecino de Santiago de Cali D.E., 

identificado con la cedula de ciudadanía No. 6.087.869, según el poder especial conferido, me 

permito contestar a la demanda interpuesta, mediante apoderado judicial, por el señor LUIS 

FERNANDO ARANGO VILLA, según se indica a continuación. 

 

I. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR ESTE ESCRITO Y 

SUBSIDIARIEDAD DE LAS EXCEPCIONES PREVIAS  

Si bien se presentó en escrito separado un recurso de reposición en contra del auto que admitió la 

demanda, si el despacho llegase a considerarlo extemporáneo a pesar de lo que se indicará a 

continuación, se presenta este escrito para que se le dé su valor correspondiente.  

Funcionarios de la Clínica San Fernando le informaron a mi mandante que el 9 de abril de 2021 

habían recibido un documento físico por parte de la compañía Servientrega con el Número de Guía 

91314582691, contentivo del Auto No. 468 del 20 de agosto de 2019 por medio del cual se admitió 

la demanda y se le concedió a la parte demandada 20 días hábiles para contestar (art. 369 del 

C.G.P.). No obstante, este documento (i) no cumple con el proceso de notificación del que trata los 

artículos 291 (nunca se envió la citación para notificación personal) y 292 del Código General del 

Proceso, (ii) ni mucho menos con la electrónica dispuesta en el Decreto 806 de 2020. Igualmente, 

 
1 Se puede rastrear en la página web: https://www.servientrega.com/wps/portal/Colombia/personas/inicio  

https://www.servientrega.com/wps/portal/Colombia/personas/inicio
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con tal notificación (iii) no se allegó la subsanación de la demanda ni sus anexos, tampoco se remitió 

el auto sin número del 03 de diciembre de 2020 y que hace parte de auto admisorio del líbelo genitor 

y (iv) evidentemente fue enviado a un lugar que no corresponde al domicilio de mi mandante. Por 

todo lo anterior, le solicito al despacho que con la radicación de esta contestación a la demanda, se 

entienda a mi mandante notificado por conducta concluyente.  

En todo caso, si el despacho llegase a considerar que el envío de ese documento físico cumple con 

los parámetros de la notificación regulada en el Decreto 806 de 2020, tal como pretendió el 

apoderado de la parte demandante, de conformidad con el inciso 3 del artículo 8 del Decreto 806 

de 2020, esta notificación se entendería surtida una vez transcurridos 2 días hábiles desde la entrega 

del mensaje, es decir, el 13 de abril de 2021. 

En ese orden de ideas, el término de 20 días hábiles para contestar la demanda transcurre de la 

siguiente manera: 

14, 15, 16, 19, 20, 21, 22, 23, 26, 27, 28, 29 y 30 de abril de 2021; 3, 4, 5, 6, 7, 10 y 11 de mayo de 

2021, inclusive2. 

En consecuencia, incluso bajo ese escenario, este escrito es presentado en forma oportuna. 

 

II. EXCEPCIONES PREVIAS 

 

2.1. Ineptitud de la demanda por falta de requisitos formales: falta de estimación de las 

cuentas  

La demanda carece del requisito formal de estimar lo que se adeude o considere se le debe el 

demandante por las cuentas solicitadas en el proceso verbal especial de rendición provocada de 

cuentas, de acuerdo con lo exigido en el numeral 1 del artículo 379 del Código General del Proceso.  

Es así como en las primeras cuatro pretensiones de la demanda, el demandante exige la rendición 

de cuentas referida. Sin embargo, al apreciar las últimas pretensiones, no se halla la estimación 

juramentada exigida por la ley. Lo anterior, debido a que las sumas exigidas por la parte demandante 

en el acápite de Pretensiones corresponden a pagos por “perjuicios materiales” y “perjuicios 

inmateriales”. Estos valores son propios de declaraciones judiciales en procesos de responsabilidad 

 
2 Los 17, 18, 24 y 25 de abril de 2021; y 1, 2, 8 y 9 de mayo de 2021, no corrieron términos por tratarse de días 

inhábiles.  
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civil, asuntos que no se discuten dentro del proceso de rendición de cuentas porque no surgen de 

las obligaciones administrativas del demandado y sus gestiones realizadas.  

Esta idea se refuerza al observar la pretensión 5, en la que se plantea que la parte demandante 

estimará el saldo adeudado si la parte demandada no aporta las cuentas pedidas (como si el proceso 

no exigiera ahora la estimación por la parte demandante). Eso demuestra que la naturaleza de lo 

adeudado es diferente del valor estimado en la pretensión 6 y no se aporta en el texto de la demanda. 

Debe señalarse que dicha presunción del juramento es un castigo legal a la omisión de contestación 

de parte del administrador demandado y opera sobre las deudas que se estimen en la demanda. 

Más adelante, en el acápite de juramento estimatorio, el demandante afirma estimar que se le deben 

mil setecientos millones de pesos ($1.700.000.000), de los que mil cien millones de pesos 

($1.100.000.000) corresponden, según su dicho, a las utilidades dejadas de percibir como socio 

comanditario de Inversiones Arango Vélez & CIA S. en C. No obstante, este juramento carece de 

validez. Por una parte, en las pretensiones de la demanda esta suma es alegada como “perjuicios 

materiales” sin especificar a qué título corresponden y acreditar el daño del que derivan; por otro 

lado, se plantea que esta suma corresponde a “capital más intereses”, sin desglosar a qué 

corresponde cada suma para establecer cuál es el valor que debería decretarse como castigo al 

demandado en caso de omitir la contestación.  

De esa manera, la estimación juramentada de las cuentas debidas no procede con posterioridad a la 

presentación de la demanda, como se alga en la pretensión 5 de la demanda. Además, al ser un 

requisito formal de la misma, no procedía su admisión y deberá declararse próspera esta excepción 

previa.  

2.2. Ineptitud de la demanda por falta de requisitos formales: no se allegó ni acreditó la 

relación legal o contractual que obligase al señor Carlos Alberto Sánchez a rendir 

cuentas  

 

Los procesos de rendición provocadas de cuentas se resumen en una acción judicial a favor de a 

quienes le administran a su favor algún bien o negocio y en contra de quien ostenta la calidad de 

administrador. La jurisprudencia patria, con sujeción a la ley misma, ha establecido que la calidad 

de administrador, que justifica la demanda frente al sujeto pasivo, puede estar dada por la ley 

misma, por un contrato o un cuasicontrato. Simplemente para demostrar ello, traigo al plenario la 

siguiente cita de la Corte Suprema de Justicia:  

En primer lugar, cumple memorar que la jurisprudencia constitucional al ocuparse del juicio de 

rendición provocada de cuentas, precisó que:  
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“El objeto de este proceso, es que todo aquel que conforme a la ley, esté obligado a rendir 

cuentas de su administración lo haga, si voluntariamente no ha procedido a hacerlo.”3 

“Los procesos de rendición provocada de cuentas suponen, así, de parte de quien es 

llamado a rendirlas, una obligación de hacerlo. y esa obligación de rendir cuentas se 

deriva, por regla general, de otra obligación: la de gestionar actividades o negocios por 

otro. en el derecho sustancial, están obligados a rendir cuentas, entre muchos otros, por 

ejemplo, los guardadores –tutores o curadores- (arts. 504 a 507, Código Civil 

Colombiano), los curadores especiales (art. 584, C.C.C), el heredero beneficiario respecto 

de los acreedores hereditarios y testamentarios (arts. 1318 a 1320, C.C.C), el albacea (art. 

136, C.C.C), el mandatario (arts. 2181, C.C.C., y 1268 del Código de Comercio), el 

secuestre (art. 2279, C.C.C), el agente oficioso (art. 1312, C.C.C), el administrador de la 

cosa común (arts. 484 a 486, C.P.C), el administrador de las personas jurídicas 

comerciales (arts. 153, 230, 238 y 318, Co.Co., y 45, Ley 222 de 1995), el liquidador (arts. 

238, Co.Co., y 59, inc. 5, Ley 1116 de 2006), el gestor de las cuentas en participación (arts. 

507 y 512 del Co.Co.), el fiduciario (art. 1234, Co.Co.), el comisionista (art. 1299, Co.Co.) 

y el editor (arts. 1362 y 1368, Co.Co.). En todas estas hipótesis, los sujetos obligados a 

rendir cuentas lo están porque previamente ha habido un ACTO JURÍDICO (contrato, 

mandamiento judicial, disposición legal) que los obliga a gestionar negocios o actividades 

por otra persona”.4  

en esa medida es presupuesto de la acción, de forzosa verificación del funcionario judicial, la 

existencia de un convenio o mandato legal que imponga al convocado la obligación de rendir las 

cuentas pedidas derivadas de la administración que se le confirió (énfasis propio)5 

De la mano de esto, la misma Corte Suprema de Justicia ha planteado que, además de que tal 

supuesto es indispensable para el análisis de la legitimación en la causa material por pasiva, también 

es un requisito formal de la demanda en este tipo de procesos especiales. Es decir, se ha planteado 

que es obligación del demandante aportar, probar y nombrar cuál es ese convenio o mandato legal 

que obliga al demandado a que le rinda cuentas desde la formulación de su demanda. 

 

Al respecto, en una sentencia de tutela donde se obligó al juez de conocimiento a declarar 

inadmisible una demanda por la ausencia de este requisito, se dijo:  

 
3 Este párrafo pertenece a la Sentencia C-981 de 2002, M.P. Alfredo Beltrán Sierra.   
4 Este párrafo pertenece a la Sentencia T-143 de 2008, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.  
5 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia STC4574-2019 del once (11) de abril de dos mil 

diecinueve (2019), Magistrado ponente: Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo. Radicación n.º 11001-22-03-000-2019-

00254-01 
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En esa medida es presupuesto de la acción, de forzosa verificación del funcionario judicial, la 

existencia de un convenio o mandato legal que imponga al convocado la obligación de rendir las 

cuentas pedidas derivadas de la administración que se le confirió6 (énfasis propio). 

La consecuencia del incumplimiento de este requisito, como ya se anticipó, no es más que la 

inadmisión de la demanda, para que el actor, en el término de subsanación, allegue al plenario la 

prueba de ese mandato legal o contractual, so pena de su rechazo. En esta sentencia precitada se 

indicó:  

Esta circunstancia no basta para que nazca la obligación reclamada, pues además que no se tuvo en 

cuenta la duración de la sociedad conyugal, tampoco se aportó prueba al expediente de un pacto o 

mandato respecto de la administración de los inmuebles, toda vez que los únicos medios de 

convicción allegados fueron la constancia de no acuerdo de conciliación, las escrituras públicas y 

los certificados de tradición de los inmuebles identificados con matrículas inmobiliarias Nos. 50S-

1087466 y 50S-774924, así como fotografías de los mismos.  

 

El Juzgado accionado en consecuencia debió reparar en esos requisitos a efectos de inadmitir el 

libelo con el fin de que el demandante argumentara en los hechos de la demanda las 

circunstancias de tiempo, modo y lugar en las cuales se acordó la administración del inmueble, 

una vez disuelta la sociedad conyugal, so pena de rechazarlo por no contar con la 

fundamentación adecuada7 (énfasis propio). 

En efecto, en la parte resolutiva de esta providencia, la Corte Suprema de Justicia constriñó al juez 

de conocimiento de la acción de rendición provocada de cuentas para que inadmitiese la demanda 

para que el actor argumentara y probara esa relación legal que obligaba al demandado a rendirle 

cuentas pues, se itera, es un requisito formal de estas demandas:  

Tercero: Se ordena al Juzgado Treinta y Dos Civil Municipal de esta ciudad que en el término de 

diez (10) días, siguientes al recibo del expediente, tras dejar sin efecto la providencia de 7 de junio 

de 2018, emita la determinación que corresponda, motivándola adecuadamente, a efectos de 

inadmitir el libelo de rendición de cuentas, atendiendo las razones consignadas en esta 

providencia8. 

Adentrando al caso en concreto, es evidente que en ninguno de los hechos de la demanda se nombra 

siquiera a mi mandante, el señor Carlos Alberto Sánchez, ni mucho menos se aporta la prueba de 

un convenio que convierta a éste en administrador de la sociedad Inversiones Arango Vélez, quienes 

 
6 Corte Suprema de Justicia, Sentencia STC4574-2019 del 11 de abril de 2019, radicación 11001-22-03-000-2019-

00254-01. Magistrado Ponente:  AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 
7 Corte Suprema de Justicia, Sentencia STC4574-2019 del 11 de abril de 2019, radicación 11001-22-03-000-2019-

00254-01. Magistrado Ponente:  AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 
8 Corte Suprema de Justicia, Sentencia STC4574-2019 del 11 de abril de 2019, radicación 11001-22-03-000-2019-

00254-01. Magistrado Ponente:  AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 
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son los legitimados por pasiva en estos litigios. Además, tampoco se nombra una norma que obligue 

a un simple contador a rendir cuenta sobre una sociedad que no administra.  

 

Por todo lo anterior, y siendo evidente el incumplimiento de este requisito formal por parte del 

demandante, se abre paso la excepción planteada pues la demanda es inepta al adolecer de uno de 

sus requisitos formales.  

2.3. Ineptitud de la demanda por indebida acumulación de pretensiones  

Aunque existen igualdad de hechos y partes, las pretensiones de la demanda no cumplen con 

el requisito del numeral 3 del artículo 88 del Código General del Proceso sobre acumulación 

de pretensiones, ya que las pretensiones 6 y 7 no pueden adelantarse por el proceso verbal 

especial de rendición provocada de cuentas. Ello es así porque el proceso verbal especial de 

rendición provocada de cuentas tiene un objeto específico del que derivan una serie de 

procedimientos particulares que son incompatibles con los preceptos y requisitos procesales 

propios de los procesos de responsabilidad civil, como será desarrollado en la presente 

excepción.    

En la demanda presentada no existe relación clara entre el proceso invocado, los hechos 

planteados y las pretensiones esgrimidas. Específicamente, la demanda se inicia por el proceso 

especial de rendición provocada de cuentas que trata el artículo 379 del Código General del 

Proceso, los hechos se plantean en esta vía, pero se pretenden reparaciones por “perjuicios 

materiales” y “perjuicios morales”, sin expresar qué supuestos de hechos los fundamentan ni 

bajo qué régimen de responsabilidad. Esto se observa en la demanda, en la que las primeras 

cinco pretensiones están relacionadas con la rendición de cuentas referida, mas el demandante 

propone como pretensiones finales:  

 
Imagen 1: Extracto de las pretensiones del escrito de reforma integrada de la demanda 

El objetivo del proceso de rendición provocada de cuentas es obligar al demandado a informar 

al demandante el estado de cuentas de los negocios o gestiones que el primero haya realizado 
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para el segundo, en caso de que no lo haya hecho y teniendo el deber legal o contractual de 

hacerlo, para finalmente determinar el estado real de cuentas y cuál de las partes es deudora de 

la otra en virtud de tales cuentas. En esa medida, el proceso exige que el demandante estime 

razonadamente las sumas que considera se le adeuden y el proceso terminará anticipadamente 

mediante auto que prestará mérito ejecutivo si: i) el demandado no objeta la estimación 

realizada o ii) si objetándola y presentando las cuentas el demandante no objeta esta segunda 

suma. Al respecto la Corte Constitucional ha dispuesto que:  

[El proceso de rendición de cuentas] persigue dos fines claramente determinados: a) Inmediato: 

constituido por las cuentas, esto es los ingresos y egresos, con sus respectivos soportes, de la 

actividad desarrollada por quien se ha encargado de administrar bienes o negocios de otra 

persona, sea que su origen esté en un acto de voluntad de las partes, como acontece con el 

contrato, o de una situación contemplada en la ley, como en el secuestre o el albaceazgo. b) 

Mediato: consiste en establecer quién debe a quién y cuánto, o sea, cuál es el saldo que queda 

a favor de una parte y a cargo de otra, llámese demandante o demandado9.  

En contraste, los procesos de responsabilidad civil buscan establecer si se acreditan los 

supuestos de hecho exigidos por la ley para que el demandado se encuentre obligado a reparar 

los perjuicios derivados del daño antijurídico causado al demandante. Es decir, no determina 

la existencia de una obligación previa de administración que sea claramente cuantificable 

mediante soportes contables y financieros para liquidar el valor del resultado de la gestión 

administrativa y a las acreencias que correspondan a favor o a cargo del demandante.  

De manera que este no es el escenario procesal ni sustancial para pretender la reparación de 

perjuicios materiales o inmateriales de la responsabilidad civil, porque lo único que puede 

estimar el demandante es lo que considera se le adeuda por la gestión de los negocios o 

administración de los que no le haya rendido cuentas el demandado, no los perjuicios por las 

actuaciones del mismo. 

De esa forma, los perjuicios materiales y morales reclamados por el demandante no responden 

al objeto de los procesos de rendición de cuentas. En esa línea, el profesor Ramiro Bejarano 

afirma que:  

el objeto de los procesos de rendición de cuentas no es que en la sentencia se reconozca a favor 

del demandante una suma, pues bien puede ocurrir que al término de la controversia la 

declaración afecte precisamente a quien demandó.   

 
9 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-981 de 2002. M.P. Alfredo Beltrán Sierra. 
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Esta misma postura es la adoptada por la Corte Suprema de Justicia en su jurisprudencia en la 

que ha señalado:   

(…) el objeto final de todo juicio de cuentas es saber quién debe a quién y cuánto; cuál de las 

partes es acreedora y cual deudora. Por tanto, para que el juicio de cuentas llene su objeto debe 

terminar precisamente, o deduciendo que las partes están entre sí a paz y salvo, cuando tal cosa 

resultare de los autos, o declarando un saldo a favor de una de ellas y a cargo de la otra, lo cual 

equivale a condenarla a pagar la suma deducida como saldo10.  

La declaración de responsabilidad y las condenas correspondientes deberán alegarse en otro 

tipo de proceso judicial a disposición del demandante pues son inconciliables e incompatibles 

estas pretensiones. En ese orden de ideas, aceptar una reparación de perjuicios sin importar la 

naturaleza que estos tengan o le atribuya el demandante sería desnaturalizar el proceso de 

rendición de cuentas.   

En resumen, los perjuicios materiales e inmateriales pretendidos están completamente 

infundados, ya que la naturaleza del proceso de rendición provocada de cuentas no es la de 

indemnizar a ningún actor, sino precisamente determinar quién está obligado a rendirle cuentas 

a quién, en qué momento debe hacerlo y cuánto es la liquidación de ese ejercicio, según una 

obligación legal o contractual. Luego, no es propio de este proceso acumular pretensiones por 

perjuicios con las de rendición de cuentas.  

 

Atentamente, 

 

 

 

 

ORLANDO ARANGO LAGOS 

C.C. 1.144.090.070 

T.P. 315.615 del C.S. de la J. 

 
10 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 23 de abril de 1912, G.J., t. XXI, pág. 141, 

reiterada en sentencia del 26 de febrero de 2001. M.P. José Fernando Ramírez Gómez. 



 

Doctor 

RAMIRO ELÍAS POLO CRISPINO 

JUEZ CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO DE CALI 

Vía e-mail 

 

 

Referencia: 

 

 

Proceso verbal de rendición provocada de cuentas iniciado por 

LUIS FERNANDO ARANGO VILLA contra MARÍA CECILIA ARANGO 

DE RIZO y otros  

 

Radicado: 2019-050 

Asunto: Sustitución de poder   

 

 

FRANCISCO J. HURTADO LANGER, identificado como aparece al pie de mi firma, en mi condición 

de apoderado judicial de CARLOS ALBERTO SÁNCHEZ B., manifiesto a usted que sustituyo el poder 

especial que me fue conferido al doctor ORLANDO ARANGO LAGOS, identificado con la cédula de 

ciudadanía No. 1.144.090.070 y tarjeta profesional 315.615 del Consejo Superior de la Judicatura 

e inscrito en el Registro Nacional de Abogados con el correo electrónico 

oarango@hurtadogandini.com, para que intervenga con las mismas facultades a mí conferidas. 

 

Tiene el doctor ARANGO LAGOS, todas las facultades señaladas en el artículo 77 del Código de 

General del Proceso, muy particularmente las de recibir, conciliar, transigir, desistir, sustituir y 

reasumir el presente mandato. Sírvase reconocerle personería. 

 

 

 

 

Cordialmente,                                                                 Acepto, 

  

 

 

 

FRANCISCO J. HURTADO LANGER                                          ORLANDO ARANGO LAGOS 

T.P. No. 86.320 del C.S. de la J.                                    T.P. No. 315.615 del C.S. de la J. 

                                                                                                



Doctor 

RAMIRO ELÍAS POLO CRISPINO 

JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO DE CALI  

Vía e-mail 

 

 

 

Referencia: Proceso verbal de rendición provocado de cuentas promovido por LUIS 

FERNANDO ARANGO VILLA vs. CARLOS SÁNCHEZ y otros 

  

Radicación:  2019-050 

 

 

Asunto: 

 

 

Poder 

 

CARLOS ALBERTO SÁNCHEZ BRIÑEZ, mayor de edad, domiciliada en Santiago de Cali D.E., 

identificada como aparece al pie de mi firma, mediante el presente escrito confiero poder especial, 

amplio y suficiente al doctor FRANCISCO J. HURTADO LANGER, mayor de edad, identificado con la 

cédula de ciudadanía No. 16.829.570, con domicilio en Cali, abogado titulado y en ejercicio con tarjeta 

profesional No. 86.320 del Consejo Superior de la Judicatura e inscrito en el Registro Nacional de 

Abogados con el correo electrónico hurtadolanger@hotmail.com, para que en mi nombre se notifique 

del auto que admitió la demanda, conteste la demanda, presente solicitudes de declaración de nulidad, 

interponga recursos, proponga excepciones y, en general, intervenga, con las más amplias facultades, 

en defensa de mis intereses dentro del proceso indicado en la referencia. 

Tiene el doctor HURTADO LANGER todas las facultades señaladas en el artículo 77 del Código General 

del Proceso, en particular, las de conciliar, transigir, desistir, sustituir, renunciar, recibir y reasumir. 

 

Cordialmente, 

 

 

CARLOS ALBERTO SÁNCHEZ BRIÑEZ 

C.C. 6.087.869 

 (antefirma)                                                            
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jvasquez@hurtadogandini.com

De: Carlos A Sanchez <ca_sb@hotmail.com>
Enviado el: viernes, 7 de mayo de 2021 3:52 p. m.
Para: hurtadolanger@hotmail.com; oarango@hurtadogandini.com; 

jvasquez@hurtadogandini.com; fjhurtado@hurtadogandini.com
Asunto: Poder  Carlos Sánchez
Datos adjuntos: Poder -Luis Fernando Arango vs Carlos Sánchez.pdf

Buenas tardes, Dr Hurtado. En cumplimiento con el Decreto  806 de 2020, remito a través de mi 
correo electrónico poder para que me represente en el marco del proceso de rendición provocada 
de cuentas promovido por Luis Fernando Arango en mi contra y de otras personas . 
 
Atentamente, 
 
 
Carlos Alberto Sánchez 
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